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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, junio veinticinco de dos mil nueve 
Acta número 0043 del 25 de junio de 2009
En la fecha, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal procede a resolver sobre el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de la parte demandante, contra el auto calendado el 20 de abril del año 2009, que resolvió desfavorablemente una solicitud de medidas previas, dentro del proceso ejecutivo laboral en el cual es demandante la señora Zulema Toro Muñoz y accionados La Nación, Ministerio de Educación Nacional, Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio Regional Risaralda, proveniente del Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas.

A U T O

Al realizar el estudio preliminar del asunto bajo análisis se encuentran reparos relacionados con la cuantía de las pretensiones que conllevan a un pronunciamiento previo. Se procede entonces con fundamento en las siguientes 

CONSIDERACIONES

Sea lo primero advertir que en ocasiones anteriores la Sala de Decisión Laboral de este Distrito, con decisión dividida, dio el trámite pertinente a negocios idénticos al presente, sin embargo después de un mesurado análisis, dicha posición será rectificada, por las razones que a continuación de exponen.

Los procesos laborales están divididos en dos grandes categorías: Asuntos ordinarios y asuntos especiales.

El Código Procesal Laboral establece en sus primeros dos capítulos los aspectos medulares de la justicia laboral colombiana, determinando su jurisdicción y los factores que determinan la competencia, como el territorial, el objetivo, el funcional, etc. Es decir, el campo de acción de la jurisdicción laboral está dado por la naturaleza de los asuntos, el lugar específico donde deban ventilarse y la categoría de los jueces asignados por razón del valor litigioso.

El tratadista Enrique Véscovi explica en su “Teoría General del Proceso”, en relación con la competencia en razón del valor que “esta distribución plantea el problema de la determinación de la cuantía del asunto, para lo cual se siguen determinados criterios. El más generalizado de ellos es el fijar como cuantía del asunto el valor de la cosa disputada. En realidad más que el de la cosa en sí, el valor que se toma en cuenta es el de la pretensión deducida, el interés cuya tutela se reclama. (...) Resulta natural entonces, que el criterio sea el del valor económico del asunto, traducido en dinero que es el denominador común que permite la división”.

Es claro entonces, que las normas generales sobre competencia son los criterios básicos para que por ésta jurisdicción se ventilen determinadas acciones. El artículo 12 del Código Procesal Laboral y de la Seguridad Social, establece ese factor determinante de la competencia: El objetivo, por razón de la cuantía y claramente define que: “Los jueces laborales del circuito conocen en única instancia de los negocios cuya cuantía no exceda del equivalente a diez (10) veces el salario mínimo legal mensual mas alto vigente y en primera instancia de todos los demás” (subrayado nuestro)

Cuando la disposición alude a negocios cuya cuantía no exceda del equivalente a diez (10) veces el salario mínimo legal mensual más alto vigente, está refiriéndose a todos los asuntos establecidos en el artículo segundo de la misma codificación, que siendo susceptibles de valoración pecuniaria no excedan ese valor, que en la actualidad corresponde a la suma de $4.969.000.

La norma no regula los procesos ordinarios solamente y por eso se refiere a “negocios”, en términos generales. Por consiguiente, las Salas Laborales de los Tribunales Superiores carecen de competencia para conocer de negocios cuya cuantía sea inferior a los diez salarios mínimos legales mensuales vigentes.

El juicio ejecutivo es especial, para diferenciarlo del ordinario, como lo es también el de fuero sindical y el de arbitramento, pero todos ellos están sometidos a las reglas generales de competencia mencionadas. El hecho de su especialidad implica que tiene unos trámites diferentes, pero respeta, por ejemplo, el lugar donde tuvo ejecución el contrato, o el domicilio del demandante, según sean las partes particulares o entidades territoriales.

Además, si los procesos ejecutivos fueran considerados, por su especialidad, independientes del factor de competencia por la cuantía, igualmente estarían a la deriva frente a los de competencia territorial y en razón de la naturaleza jurídica de las partes; pero, afortunadamente, esos mismos factores son comunes a todos los procesos regulados en el Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social. Y están los juicios de ejecución tan inmiscuidos en la parte general del procedimiento laboral que el artículo 65 de esta normatividad adjetiva establece los recursos de apelación para autos proferidos en primera instancia en actuaciones que corresponden tanto a ordinarios como a aquellos. Incluso el recurso que aquí se debate hace parte de las regulaciones comunes a todos los procesos y no solo al ordinario, porque entonces estaríamos ante una contradicción absurda, de excluir al asunto ejecutivo de las normas generales de procedimiento laboral, por especial, pero se le imprime trámite de doble instancia conforme a las mismas normas generales que supuestamente no se aplican.

El asunto no es pues de especialidad del proceso, sino meramente de competencia y como se vio, y se reitera, la Sala Laboral carece de competencia para conocer de negocios cuya cuantía sea inferior a diez salarios mínimos, como es el presente asunto, pues lo que se pretende es lograr el pago de los intereses legales que tasados en el mandamiento de pago librado por el juzgador, folios 15 a 18, alcanzan apenas la suma de $1.110.552 más las costas procesales, folio 156, suma que resulta bastante inferior al tope mínimo de los 10 salarios mínimos legales mensuales vigentes.   

En virtud de lo expuesto, esta Sala Unitaria de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, DECLARA IMPROCEDENTE el recurso de apelación interpuesto contra el auto dictado por el señor Juez Laboral del Circuito de Dosquebradas el 20 de abril último.
Se ordena devolver el expediente al juzgado de origen para lo que corresponda. 

NOTIFÍQUESE

HERNÁN MEJÍA URIBE
Magistrado


